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Jurado Nacional de Elecciones

Resolución  N° 385 - 2009 – JNE


Expediente Nº J-2009-258







    Lima, dos de junio de dos mil nueve

VISTO, en Audiencia Pública de fecha trece de mayo del dos mil nueve, el Recurso de Apelación interpuesto por el ciudadano don William Sandivar Murillo contra el Acuerdo de Concejo N° 035-2009-MPH-CM que declaró fundado el recurso de reconsideración interpuesto por los Regidores don Elías Zorrilla Flores, don Julian Molina Marín, don Jorge Aída Watanabe, don Crisanto Huamán Jerí, don Paulino Cama Ramírez, y el Alcalde don Jaime Uribe Ochoa contra el Acuerdo de Concejo N° 007-2009-MPH/CM de fecha diecinueve de enero del dos mil nueve, que desestimó el pedido de suspensión del cargo de Alcalde que ejerce don Jaime Uribe Ochoa en el Concejo Provincial de Huaral.  

I. ANTECEDENTES

Hechos Generales 

1. Con fecha 09 de octubre de 2008 don William Sandivar Murillo presentó ante el Jurado Nacional de Elecciones la solicitud de suspensión del cargo de Alcalde que ejerce don Jaime Uribe Ochoa, por la causal prevista en el numeral 5 del Artículo 25° de la Ley Orgánica de Municipalidades, la cual fue remitida y recibida en Mesa de Partes del Municipio el 27 de octubre del 2008.
Alega en su pedido que la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Huaura, mediante sentencia de fecha 23 de setiembre de 2008, confirmó el fallo expedido por el Juzgado Penal Unipersonal de Huaral, de fecha 16 de junio de 2008, que condenó a la citada autoridad por desobedecer un mandato judicial que le ordenaba hacer entrega de un vehiculo, internado en el depósito municipal, a sus propietarios (tipificado como delito contra la Administración Pública -Desobediencia o Resistencia a la Autoridad) imponiéndole dos años de pena privativa de la libertad suspendida condicionalmente por el mismo término bajo reglas de conducta.  
2. Por Acuerdo de Concejo N° 007-2009-MPH-CM, de fecha 19 de enero de 2009, adoptado en Sesión Extraordinaria del 15 de enero de 2009, se acordó desestimar el pedido de suspensión al no alcanzar el número suficiente de los votos emitidos para la adopción del acuerdo. A dicha sesión asistió el Concejo en pleno, siendo la votación: un voto a favor de la suspensión, cinco votos en contra y cinco abstenciones. 
3. Con fecha 20 y 21 de enero de 2009 los Regidores Elías Zorrilla Flores, Julián Molina Marín, Jorge Aída Watanabe, Crisanto Huamán Jerí y Paulino Cama Ramírez; y el Alcalde don Jaime Cirilo Uribe Ochoa, respectivamente, solicitaron la reconsideración del acuerdo y votación de la sesión extraordinaria de concejo del 15 de enero de 2009, a fin que se realice una sesión donde los regidores que se abstuvieron de votar lo hicieran, conforme manda el Reglamento Interno del Concejo.
4. Posteriormente, mediante Acuerdo de Concejo N° 035-2009-MPH/CM, de fecha 27 de marzo de 2009, adoptado en sesión extraordinaria del 26 de marzo de 2009, se  declaró fundada la reconsideración planteada por el Alcalde y los Regidores, por consiguiente los cinco regidores que se abstuvieron de votar en la sesión del 15 de enero del 2009 emitieron su voto y éste fue en contra de la suspensión del Alcalde. 

Descargos del Alcalde

1. En la sesión extraordinaria realizada el 15 de enero de 2009 el Alcalde don Jaime Uribe Ochoa efectuó su descargo alegando lo siguiente: 
(i) El peticionante de la suspensión pretende se le suspenda por el lapso de 2 años, sin tener en cuenta que según lo dispone el Artículo 25° de la Ley Orgánica de Municipalidades, la suspensión no puede exceder el plazo de la pena mínima prevista para el delito materia de sentencia. 

(ii) El delito por el cual ha sido sentenciado, previsto en el Artículo 368° del Código Penal, si bien establece una pena no mayor a dos años no prevé un mínimo legal, por lo que se tiene que remitir al Artículo 29° del citado Código que prescribe que la pena privativa de libertad tendrá una duración mínima de 2 días. Se pretende mal interpretar la pena máxima como si fuera la pena mínima.  

2. El 13 de mayo del 2009, don Jaime Uribe Ochoa formula sus descargos ante esta instancia señalando que: 

(i) Durante la tramitación del presente procedimiento la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema de Justicia, mediante Auto de Calificación de Recurso de Casación de fecha 31 de enero del 2009, declaró inadmisible su recurso interpuesto contra la sentencia condenatoria de segunda instancia superior, por lo que se tiene concluido el procedimiento en la vía jurisdiccional.

(ii) Estando a lo dispuesto en el Artículo 25° de la Ley Orgánica de Municipalidades y a que ya no hay ningún recurso pendiente de resolver en la instancia judicial; no le corresponde al Pleno emitir pronunciamiento sobre la solicitud de suspensión por haber operado la sustracción de la materia al haber cesado la condición jurídica que debe existir para ello. 

3. Con fecha 28 de mayo del 2009, don Jaime Cirilo Uribe Ochoa presenta copia certificada de la Resolución emitida por la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia del Callao que, en segunda instancia, revoca la sentencia apelada que declaró improcedente la demanda constitucional de Habeas Corpus interpuesta por Carlos Enrique Ríos Guzman a favor de Jaime Cirilo Uribe Ochoa contra el señor Juez Penal Unipersonal de Huaral, y reformándola la declararon fundada en parte; en consecuencia declararon nulas la sentencia de fecha 16 de junio del 2008 expedida por el Juez Penal Unipersonal de Huaral, y la sentencia que la confirma de fecha 23 de setiembre del 2008, expedida por los Vocales de la Corte Superior de Justicia de Huaura, ordenando que dichos órganos emitan nueva resolución. 
II. FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

1. Que, el Artículo 25° de la Ley Orgánica de Municipalidades no establece el plazo dentro del cual el Jurado Nacional de Elecciones resuelve el recurso de apelación contra el acuerdo que rechaza o aprueba la suspensión del cargo, siendo de aplicación supletoria lo previsto en el Texto Único Ordenado de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

2. Sobre el particular, el Artículo 124° concordado con el Artículo 140° del acotado dispositivo legal, dispone que la causa dejada al voto se resuelve en un plazo no mayor de quince días prorrogables por término igual por el Presidente de la Sala, si alguno de los Vocales lo solicita, entendiéndose éstos como días hábiles. En el caso de autos, la vista de la causa se realizó el día 13 de mayo del 2009, por lo que a partir de dicha fecha corre el plazo en mención, emitiéndose el presente pronunciamiento dentro del término de ley. 
3. Que, conforme a los hechos sobrevenidos en la tramitación del presente proceso, se advierte que, en virtud de la Resolución expedida por la Tercera Sala Penal de la Corte Superior de Justicia del Callao, de fecha 25 de mayo del 2009, la sentencia condenatoria por delito doloso con pena privativa de libertad emitida en primera instancia, y la que la confirma, emitida por la Sala Penal de Apelaciones de la Corte Superior de Justicia de Huaura, han sido declaradas nulas.

4. Que como consecuencia de ello, la sentencia condenatoria no es susceptible de generar efectos jurídicos, por lo que los hechos que configuraban la causal de suspensión, conforme al Artículo 25° numeral 5 de la Ley Orgánica de Municipalidades, se han extinguido. 

5. Atendiendo a lo expuesto, carece de objeto en esta instancia efectuar un análisis y emitir pronunciamiento sobre las cuestiones de fondo planteadas por el recurrente en su recurso de apelación. 
El Jurado Nacional de Elecciones, en uso de sus atribuciones;

RESUELVE POR MAYORIA: 

Artículo Único.- Declarar que carece de objeto emitir pronunciamiento sobre el tema de fondo en la presente causa.  
Regístrese, comuníquese y publíquese. 

SS.

SIVINA HURTADO

MINAYA CALLE

MONTOYA ALBERTI

VOTO SINGULAR DE  DOCTOR JOSE LUIS VELARDE URDANIVIA, MIEMBRO TITULAR DEL JURADO NACIONAL DE ELECCIONES

FUNDAMENTOS DE LA DECISIÓN

1. El ciudadano William Sandivar Murillo solicitó la suspensión al cargo de alcalde de la municipalidad provincial de Huaral que ejerce don Jaime Cirilo Uribe Ochoa, por haber incurrido en la causal establecida en el artículo 25 numeral 5 de la Ley Orgánica de Municipalidades, Ley n°. 27972; con el argumento de que el alcalde mencionado fue condenado en segunda instancia por delito doloso y con pena privativa de la libertad. Al respecto considero que el punto controvertido establecido en el presente caso debe ser determinar si con la existencia de sentencia condenatoria en segunda instancia, por delito doloso con pena privativa de la libertad constituye causal suficiente para que proceda la suspensión. En efecto, llevada a cabo la vista de la causa con fecha 13 de mayo del año en curso, hasta ese momento no ha existido más pruebas que la actuada; y, votada la causa, los fundamentos que en adelante se sostienen, constituyen el sustento de mi voto.

2. En ese sentido, en el expediente se aprecia la sentencia de primera instancia a fojas 164 a 170 emitida por el Juzgado Unipersonal de Huaral de fecha16 de junio de 2008 que falló condenando a don Jaime Cirilo Uribe Ochoa por el delito contra la administración pública – desobediencia y resistencia a la autoridad en agravio del estado, imponiéndole dos años de pena privativa de la libertad suspendida condicionalmente por el periodo de dos años; luego, a fojas 171 a 185, obra la sentencia de segunda instancia de la Sala Superior Penal del Distrito Judicial de Huaura, en la que por mayoría confirma en todos sus extremos la sentencia de fecha 16 de junio de 2008, que también falló condenando a don Jaime Cirilo Uribe Ochoa por el delito contra la administración pública, en la modalidad de desobediencia y resistencia a la autoridad en agravio del Estado, y le impuso dos años de pena privativa de la libertad, suspendida condicionalmente por el mismo término bajo reglas de conducta y el pago de tres mil nuevos soles por concepto de reparación civil.

En ese estado, es suficiente medio probatorio la sentencia de segunda instancia para acreditar la causal en cuestión, más aún si de la actuación del alcalde al ejercer su defensa durante todo el proceso, aceptó tácitamente con sus escritos el haber sido sentenciado en primera y segunda instancia. 

3. Es así que, el alcalde, al no estar conforme con la sentencia de segunda instancia, hizo uso del derecho a la pluralidad de instancia, al interponer recurso impugnatorio de casación, el mismo que al ser revisado por la Sala Penal Permanente de la Corte Suprema (a fojas 235 a 238) esta la declaró inadmisible, este último hecho se infiere del escrito presentado por el propio alcalde de fecha 13 de mayo del presente año, escrito en el que anexa copia de la resolución de la Sala Suprema Penal Permanente que declara  inadmisible el recurso de casación.  

4. Conforme a este estado se aprecia que el caso adquirió la calidad de sentencia firme y ejecutoriada, y agotada las instancias revisoras, se cumplió escrupulosamente la pluralidad de instancias establecida por el artículo 139.6 de la Constitución Política del Perú, hecho que conduce a afirmar que se llegó a establecer no solo la causal establecida en el artículo 25.5 de la Ley nº. 27972, que exige como requisito la existencia de sentencia condenatoria en segunda instancia a pena privativa de la libertad por delito doloso, sino, además se evidencia la causal de vacancia al cargo de alcalde, señalada por el artículo 22.6 de la misma ley, por la calidad de sentencia firme y ejecutoriada que adquirió la mencionada sentencia, causal última sobre la cual queda expedito el derecho del promotor, para promoverla en el momento que viera conveniente. 

5. Por otro lado, el día de la vista de la causa el abogado defensor del alcalde planteó cuestión previa para que este colegiado no se pronuncie sobre el fondo del asunto y que se declare la sustracción de la materia, por haber desaparecido la causal de suspensión, argumentando que la causal de suspensión se habría convertido en una de vacancia; todo ello, en vista de que se presentó el recurso de casación ante la Corte Suprema quién emitió auto de calificación que declaró inadmisible el recurso de casación, para tal efecto se presentó el escrito señalado en esta sede, en el cual adjuntó la notificación del auto de calificación; esto, conforme el tercer fundamento; por lo que se deduce de ello que la emisión del auto de declaración de inadmisibilidad ha dado lugar a una sentencia firme y ejecutoriada. 
6. Dada esa situación, si bien tiene consistencia la alegación de la defensa del alcalde, no es suficiente acceder a estimarla, en vista que tiene mayor consistencia la posición atribuida al peticionante William Sandivar Murillo, quién en su condición de promotor del pedido de vacancia, persistió en su pretensión hasta el final del presente proceso; esta actitud se desprende el derecho contenido en el principio “ab maioris ad minus”, es decir, si lo más significa el derecho a pedir vacancia al cargo de alcalde, y lo menos el derecho a pedir la suspensión, no causa ningún perjuicio el ejercer el derecho señalado, al optar por persistir en el pedido de suspensión. 
Sin embargo, debe aclararse que en el tiempo en que se peticionó la suspensión, se tuvo como sustento la condena por delito doloso mediante sentencia de segunda instancia, mas no una sentencia firme y ejecutoriada, y variada la situación legal del alcalde, no significa otra cosa que una reafirmación de la situación de condena por delito doloso por el que se pidió la suspensión. 
7. Asimismo, no sería posible estimar el pedido de sustracción de la materia  como cuestión previa, y devolverlo a la sede municipal de Huaral, porque se estaría dilatando el proceso, además se debe tener en cuenta que la solicitud de suspensión fue planteada el 10 de octubre de 2008 y recepcionada por el  Jurado Nacional de Elecciones el 14 de octubre del mismo año (fojas 198 -201), de igual forma, el alcalde tomo conocimiento de la solicitud de suspensión con oficio 2739-2008-SG/JNE el 27 de octubre de 2008 (fojas 193); la sesión extraordinaria de 26 de marzo de 2009 mediante el cual el concejo distrital rechazó el pedido de suspensión recién se realizó el 26 de marzo de 2009, sin contar con los actos dilatorios que se cometieron antes del mismo y que constan en autos; en otras palabras, desde la fecha  de presentación de la solicitud hasta el día de la vista de la causa han transcurrido más de 7 meses. Si se devolviera los actuados se crearía una inseguridad, más aún si hasta el momento de la dilucidación, estuvo plenamente acreditada la causal de la suspensión se dilataría más el proceso solo con el afán de ganar más tiempo  por la que se ha generado la actividad de la justicia electoral encomendada a este jurado. 
8. En consecuencia, observando de manera objetiva, razonada y con criterio de conciencia los elementos de prueba que en el ámbito de un debido proceso han ofrecido y participado en su actuación los justiciables, considero que debe estimarse el recurso de apelación presentado por el promotor de la vacancia, don William Sandivar Murillo y por consiguiente, proceder a declarar la suspensión al cargo de alcalde que viene ejerciendo el ciudadano Jaime Cirilo Uribe Ochoa, conforme se tiene señalado en su petitorio y apelación, todo ello en armonía a los fundamentos expuestos. 

Por esas consideraciones, el sentido de mi voto, es porque se declare FUNDADO el recurso de apelación interpuesto por el ciudadano William Sandivar Murillo, en consecuencia REVOCAR el acuerdo de concejo nº. 007-2009-MPH-CM  REFORMANDOLO declarar la suspensión al cargo del Alcalde de la Municipalidad Provincial de Huaral, que ejerce don Jaime Cirilo Uribe Ochoa; y por disposición del artículo 24 de la Ley n°. 27972, convocar al teniente alcalde que es el primer regidor hábil que sigue en su propia electoral para que asuma provisionalmente el cargo de alcalde.

S.

VELARDE URDANIVIA

Bravo Basaldúa

Secretario General
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